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La Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo (INDDHH) analizó 
los proyectos de ley relativos al trabajo sexual considerando las observaciones finales 
realizadas por el Comité de para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. 

En ese sentido, valora positivamente la iniciativa de actualizar la Ley N.º 17.515, 
entendiendo que ambos proyectos constituyen una oportunidad para avanzar desde un 
modelo históricamente centrado en el control sanitario y policial hacia una regulación 
basada en la protección integral de derechos. 

En particular, se consideran avances relevantes la incorporación de medidas dirigidas a 
prevenir la explotación, la trata y el proxenetismo; el fortalecimiento de garantías frente 
a prácticas abusivas en locales donde se ejerce trabajo sexual; la integración de medidas 
de seguridad social; la incorporación de una perspectiva de salud integral; la regulación 
inicial del trabajo sexual en plataformas digitales; y la participación de las organizaciones 
representativas de las personas que ejercen trabajo sexual. 

No obstante, la INDDHH entiende que los proyectos presentan aspectos susceptibles de 
mejora para asegurar su plena adecuación a los estándares contemporáneos de derechos 
humanos. Entre ellos, destaca la necesidad de profundizar la diferenciación entre trabajo 
sexual voluntario, trata de personas, explotación sexual y proxenetismo; fortalecer la 
protección frente a la violencia institucional; mejorar las garantías de privacidad y 
protección de datos personales; incorporar una regulación más completa del trabajo 
sexual en entornos digitales; y reforzar las medidas dirigidas a prevenir situaciones de 
violencia, discriminación y estigmatización. 

Asimismo, el informe analiza especialmente la situación del trabajo sexual en calle, la 
regulación de locales habilitados, la salud integral, los mecanismos de registro, la 
seguridad social, la autonomía económica, la participación de las organizaciones sociales 
y la necesidad de adoptar una perspectiva interseccional que contemple las realidades 
específicas de mujeres trans, personas migrantes y otros colectivos en situación de 
vulnerabilidad. 

La INDDHH subraya que la futura legislación debe equilibrar adecuadamente dos 
obligaciones estatales complementarias: por un lado, garantizar los derechos humanos 
de las personas que ejercen trabajo sexual y, por otro, prevenir, investigar y sancionar 
eficazmente la trata de personas, la explotación sexual y el proxenetismo. 

En conclusión, la INDDHH recomienda avanzar en la aprobación de una reforma legal en 
la materia, incorporando los ajustes señalados en el informe, con el objetivo de 
consolidar un marco normativo basado en la dignidad humana, la autonomía, la igualdad, 
la no discriminación, la participación, el acceso efectivo a derechos, la prevención de la 
violencia institucional y la protección frente a toda forma de explotación. 
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La Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, en ejercicio de las 
competencias previstas en el artículo 4 de la Ley N.º 18.446, emite la presente opinión 
sobre los proyectos de ley relativos al trabajo sexual actualmente a estudio 
parlamentario: el proyecto de “Trabajo Erótico Sexual. Normas” y el proyecto de 
“Trabajo Sexual. Modificaciones a la Ley N.º 17.515” a solicitud de la Comisión sobre 
legislación del trabajo y seguridad social de la Cámara de Representantes. 

El presente informe tiene por finalidad aportar al proceso legislativo desde una 
perspectiva de derechos humanos, identificando los avances contenidos en los 
proyectos, los estándares constitucionales e internacionales aplicables y los ajustes que 
se recomienda incorporar para asegurar una regulación compatible con la dignidad, 
autonomía, igualdad, privacidad, salud, seguridad social, libertad de trabajo, prevención 
de la violencia institucional y protección frente a la trata, la explotación sexual y el 
proxenetismo. 

 

El análisis de los proyectos debe realizarse a la luz de la Constitución de la República, 
especialmente sus artículos 7, 8, 36, 44, 53, 54, 55, 72 y 332, así como de los 
instrumentos internacionales de derechos humanos ratificados por Uruguay. 

Resultan especialmente relevantes la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
el Protocolo de San Salvador, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la CEDAW, la 
Convención de Belém do Pará, el Protocolo de Palermo, los Convenios 87 y 98 de la OIT y 
los estándares de la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

También deben considerarse la Ley N.º 8.080 sobre proxenetismo, la Ley N.º 17.515 y su 
Decreto reglamentario N.º 480/003, la Ley N.º 19.580 sobre violencia hacia las mujeres 
basada en género, la Ley N.º 19.643 sobre trata y explotación de personas, la Ley N.º 
18.331 sobre protección de datos personales y el marco general de salud, trabajo, 
educación y seguridad social. 

Desde estos marcos normativos surgen varios criterios rectores: 

1. El trabajo sexual voluntario ejercido por personas mayores de edad no debe 
confundirse con trata, explotación sexual ni proxenetismo. 

2. El Estado debe combatir eficazmente la trata, la explotación sexual y el 
proxenetismo, sin criminalizar ni estigmatizar a las personas que ejercen trabajo 
sexual. 

3. Las personas que ejercen trabajo sexual no deben ser tratadas como objetos de 
control sanitario, policial o moral. 
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4. La regulación debe prevenir la violencia institucional, la discriminación y las 
prácticas estatales revictimizantes. 

5. Toda medida de registro, control sanitario, fiscalización o sanción debe respetar 
legalidad, necesidad, proporcionalidad, privacidad, confidencialidad y debido 
proceso. 

6. La política pública debe construirse con participación efectiva de las 
organizaciones representativas de personas que ejercen trabajo sexual. 

7. La seguridad social debe ser real, suficiente y accesible. 

8. La regulación debe estar actualizada en relación al uso de las tecnologías.  

9. Las políticas públicas deben incorporar reducción de daños y acceso efectivo a 
derechos. 

10. El marco normativo debe integrar una mirada interseccional que visibilice la 
situación de colectivos vulnerables como las mujeres trans y las personas 
migrantes.  

 

La INDDHH valora positivamente que ambos proyectos procuren actualizar el régimen 
vigente y superar un modelo históricamente marcado por el control sanitario y policial. 

Entre los avances identificados se destacan: 

1. El desplazamiento progresivo desde una mirada sanitaria o policial hacia una 
perspectiva de derechos. 

2. La intención de trasladar la centralidad institucional hacia el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social. 

3. La incorporación de garantías frente a prácticas abusivas en locales de trabajo 
sexual. 

4. La previsión de mecanismos de seguridad social. 

5. La preocupación por diferenciar trabajo sexual, explotación, trata y proxenetismo. 

6. La inclusión de medidas vinculadas a salud integral. 

No obstante, ambos proyectos presentan oportunidades para asegurar su plena 
adecuación a los estándares contemporáneos de derechos humanos. 
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Diferenciación entre trabajo sexual, proxenetismo y trata con fines de explotación 
sexual 

Los proyectos contienen disposiciones orientadas a prevenir la violencia basada en 
género, trata con fines de explotación sexual y el proxenetismo. En particular, se 
destacan las normas que prohíben a responsables y personal de locales imponer 
horarios, imponer clientes, forzar consumos, aplicar sanciones económicas, retener 
documentación o recibir pagos correspondientes a la persona que ejerce trabajo sexual. 

Asimismo, el artículo que establece presunciones de proxenetismo frente a descuentos 
por inasistencias, obligación de consumo de alcohol o sustancias, retención de 
documentación, multas internas e imposición de clientes constituye una herramienta 
relevante para identificar prácticas de explotación. 

Los estándares internacionales exigen no confundir trabajo sexual voluntario con trata o 
explotación. Confundir ambas realidades puede conducir a respuestas inadecuadas: por 
un lado, invisibilizar situaciones de explotación; por otro, criminalizar o perseguir a 
quienes ejercen trabajo sexual de forma autónoma1. En este sentido, las observaciones 
finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer realizadas al 
Estado uruguayo recomiendan que se “(…) modifique la Ley Nº 17.515, de conformidad 
con el artículo 6 de la Convención y su recomendación general núm. 38, para garantizar 
una protección adecuada de las mujeres que ejercen la prostitución contra la explotación 
y la violencia de género”2. 

En este sentido, la inclusión de disposición que señalen expresamente esta distinción 
podría ser valorada. Así como la importancia de que ninguna disposición pueda 
interpretarse en el sentido de autorizar, legitimar o despenalizar conductas constitutivas 
de proxenetismo, explotación sexual o trata de personas previstas en la legislación 
nacional. 

Las previsiones vinculadas a señalar presunciones deberían abarcar proxenetismo y/o 
trata con fines de explotación sexual, siendo aplicable las medidas dispuestas en el art. 
29 de la Ley N° 19.643   3A modo ilustrativo la retención de documentos en un indicador 
de eventuales situaciones de trata.  

 
1 La recomendación general N° 35 del Comité de para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer 
recomienda derogar las normas que criminalizan el trabajo sexual. En el mismo sentido, lo hace el Informe 
de la Comisionada para los Derechos de las Personas Trabajadoras Sexuales de la Secretaría General de la 
Organización de Estados Americanos (OEA) 
2 Observaciones finales sobre el décimo informe periódico del Uruguay, Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer, realizadas el 14 de noviembre del 2023, párrafo 25. Los avances que realice 
el Estado Uruguayo en este sentido deberán ser informados en el próximo informe país ha realizarse en el 
2031.  
3 Artículo 29 Ley N° 19.643   (Presunción de trata o explotación).- Toda institución pública o privada que en 
razón de su función detecte situaciones sobre las que considera que existen motivos razonables para 
presumir la existencia de una situación de trata o explotación, debe informarlo de manera inmediata a 
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En relación a explotación sexual de niñas, niños y adolescentes se valora positivamente 
que se considere que titulares y personal de los lugares de ejercicio del trabajo sexual no 
tengan antecedentes penales por este delito. También se considera adecuado la 
prohibición de emplear a personas menores de 18 años.  

Locales de trabajo sexual 

Los proyectos contienen avances importantes respecto de locales de trabajo sexual. En 
particular, se prevén conductas prohibidas para responsables y personal de locales, que 
ya se mencionaron y se establecen requisitos específicos para las personas titulares.  

Estas disposiciones son valiosas porque protegen autonomía, consentimiento, salud, 
libertad de movilidad y prevención de explotación. 

Sin embargo, la habilitación de locales no debe centrarse exclusivamente en condiciones 
edilicias, sanitarias o administrativas. Debe ser un instrumento para proteger derechos y 
prevenir trata, explotación, proxenetismo y violencia. 

En este sentido, la habilitación de los establecimientos debe centrarse en un enfoque de 
derechos. Para ello, sería necesario establecer otras condiciones como: 

1. Obligación de contar con medidas para prevenir y denunciar situaciones de 
violencia física, sexual, económica, digital. 

2. Registro de incidentes y mecanismos de denuncia. 

3. Protección de datos personales e imagen. 

4. Renovación periódica de la habilitación con evaluación de condiciones de 
derechos humanos. 

Para ello resulta recomendable que las habilitaciones sean realizadas por personal 
capacitado en prevención de violencia basada en género, trata y explotación sexual. 
Asimismo, la actuación interinstitucional resulta relevante tanto para la habilitación, 
inspecciones y sanciones.  

Por otra parte, la experiencia de trabajo de la INDDHH permite señalar un aspecto no 
contemplado y que se vincula con el ejercicio del trabajo sexual en plataformas digitales. 
La Resolución N.º 662/018 de la INDDHH4 evidencia que la actividad de los 
establecimientos donde se ejerce trabajo sexual y la comunicación pública de dichos 

 
alguna de las entidades del Sistema Interinstitucional de Respuesta para Situaciones de Trata y Explotación 
de Personas o a la Fiscalía General de la Nación, a fin que se adopten las medidas correspondientes. 
4 Disponible en https://www.impo.com.uy/bases/resoluciones-inddhh-defensoria. A modo de resumen, la 
INDDHH concluye que la difusión por parte de la whiskería "Luna Roja" de un video promocional que 
sorteaba una mujer constituye una forma de violencia simbólica en los términos de la Ley 19.580. La 
resolución vincula esta situación con la discriminación; la vulneración de derechos humanos y la falta de 
debida diligencia estatal en el control de estos establecimientos. Además, la INDDHH recomienda 
expresamente que las normas de habilitación incorporen como requisito el compromiso de respetar los 
derechos humanos de las mujeres y que dicho compromiso sea objeto de fiscalización periódica.  
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espacios puede afectar derechos humanos de las mujeres y de las personas que ejercen 
trabajo sexual, particularmente cuando reproduce formas de violencia simbólica, 
cosificación o discriminación. En consecuencia, la futura ley debería incorporar 
obligaciones específicas relativas a la comunicación digital, estableciendo el respeto a los 
derechos humanos como requisito para la habilitación y permanencia de estos 
establecimientos, así como mecanismos de fiscalización periódica de su actividad en 
redes sociales y plataformas digitales.  

En relación a las sanciones se valora positivamente que se prevean sanciones 
administrativas y multas aplicables a responsables de locales. Sin embargo, sería 
conveniente no incluir disposiciones dirigidas a aplicar multas a personas que ejercen 
trabajo sexual. Las sanciones deben respetar legalidad, proporcionalidad, debido proceso 
e igualdad. Cuando se aplican sobre colectivos históricamente vulnerabilizados, pueden 
transformarse en mecanismos indirectos de discriminación o violencia institucional. 

Trabajo sexual en plataformas digitales 

Uno de los proyectos incorpora expresamente plataformas digitales, lo que resulta 
recomendable. Sin embargo, la regulación todavía resulta insuficiente para abordar la 
complejidad del trabajo sexual digital. 

La violencia digital, la difusión no consentida de imágenes, la suplantación de identidad, 
la extorsión y el uso abusivo de datos personales afectan derechos a la privacidad, 
dignidad, seguridad, trabajo, autonomía y libertad de expresión. 

Aunque la Ley Modelo Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
Digital contra las Mujeres Basada en Género no está pensada específicamente para el 
trabajo sexual, contiene disposiciones que pueden valorarse en el marco normativo del 
trabajo sexual en plataformas digitales. 

El capítulo III establece la regulación de los intermediarios de internet estableciendo 
deberes específicos de prevención, protección y cooperación frente a violaciones de 
derechos.  

Esto podría traducirse en: 

• obligación de contar con canales de denuncia;  

• procedimientos rápidos para retirar contenidos no consentidos;  

• cooperación con autoridades cuando existan delitos.  

En relación a este aspecto, la INDDHH entiende la necesidad de generar mecanismos que 
permitan profundizar en el tema.  
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Trabajo sexual en calle 

Los proyectos abordan parcialmente el trabajo sexual en espacios públicos, pero no 
desarrollan suficientemente sus condiciones específicas. 

El trabajo sexual en calle expone a mayores riesgos de violencia, discriminación, violencia 
policial, falta de acceso a servicios, exposición climática, inseguridad nocturna y 
obstáculos para denunciar. 

La política pública no debe basarse en medidas centradas en la expulsión territorial ni en 
normas ambiguas de moral o convivencia, sino que debe procurar que la regulación 
prevea prevenir los riesgos y mejorar las condiciones. En este sentido, se valora 
positivamente la previsión que garantiza la participación de las trabajadoras sexuales en 
las reglamentaciones departamentales. Sin embargo, es importante establecer que la 
normativa debe garantizar la finalidad que estos proyectos de ley establecen.  

Al igual que en otros aspectos resulta relevante que se sistematice y difundan las 
regulaciones y medidas que adopten los diferentes gobiernos departamentales. En este 
sentido, resulta relevante el rol de la Comisión Nacional y del Congreso de Intendentes.  

A modo de ejemplo, la INDDHH valora como buenas prácticas medidas como la 
impulsada por la Asesoría de Igualdad de Género de la Intendencia de Montevideo 
referidas a procesos de capacitación y adaptación en la atención de sus policlínicas, así 
como la instalación del “Espacio de escucha activa” (Orientación, asesoramiento sobre 
recursos y servicios, y acompañamiento para el ejercicio de derechos de las trabajadoras 
sexuales)5. 

Salud integral 

Los proyectos incorporan mejoras significativas respecto del régimen vigente y dan 
continuidad a las orientaciones brindadas por el Ministerio de Salud en las Pautas para la 
atención integral de personas que ejercen el Trabajo Sexual (elaborados en el 2019)6.  

Se prevé atención integral de salud, controles semestrales, pautas elaboradas por el 
Ministerio de Salud Pública, salud sexual y reproductiva, educación para una vida libre de 
violencia y exclusión, determinantes sociales de la salud, accesibilidad territorial y 
capacitación de equipos de salud en violencia basada en género, salud sexual y 
reproductiva y salud mental. 

También se prevé la expedición gratuita de un carnet de salud extendido y un mecanismo 
de intimación para regularizarlo, en lugar de una sanción inmediata. 

El derecho a la salud exige disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad. También 
exige consentimiento informado, confidencialidad, trato digno, no discriminación y 

 
5 Más información en https://montevideo.gub.uy/tipo/area-tematica/igualdad-de-
genero/empoderamiento-y-participacion/trabajo-sexual 
6 MSP, Pautas para la atención integral de personas que ejercen el Trabajo Sexual 
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especial atención a salud mental, salud sexual y reproductiva y violencia basada en 
género. 

El Decreto N.º 387/976 y la tradición sanitaria uruguaya responden a una lógica de 
control sanitario que debe ser revisada a la luz de estándares contemporáneos. El Estado 
puede y debe promover controles de salud y prevención, pero debe evitar que los 
mecanismos sanitarios funcionen como instrumentos de vigilancia o estigmatización. 

La INDDHH valora positivamente el pasaje desde un modelo exclusivamente higienista 
hacia una atención integral. También valora la capacitación de equipos de salud, la 
referencia a violencia basada en género y salud mental, y la accesibilidad territorial. 

Sin perjuicio de ello, observa tensiones en la persistencia de controles obligatorios y de 
un carnet sanitario específico para personas que ejercen trabajo sexual. 

El problema no es el acceso a salud ni la prevención. El problema es si corresponde 
mantener un régimen sanitario obligatorio y diferenciado para un colectivo 
históricamente estigmatizado. 

Se recomienda: 

1. Revisar la obligatoriedad de los controles, evaluando la posibilidad de consagrarlo 
como derecho a acceder periódicamente y en forma gratuita. 

2. En caso de mantenerse controles periódicos, incorporar consentimiento 
informado, confidencialidad reforzada y prohibición de uso discriminatorio de la 
información sanitaria. 

3. Revisar la necesidad de un carnet específico, procurando mecanismos menos 
estigmatizantes. 

4. Prohibir que la información sanitaria sea utilizada con fines policiales, migratorios, 
sancionatorios o discriminatorios. 

5. Garantizar que la falta de carnet no impida acceder a salud, justicia o protección 
frente a violencia. 

6. Incorporar salud mental, atención al trauma, consumo problemático y reducción 
de daños como componentes obligatorios de la atención. 

7. Garantizar servicios de salud respetuosos de la identidad de género y de la 
interculturalidad, especialmente para mujeres trans y personas migrantes que 
ejercen trabajo sexual.  

 

Registro y protección de datos personales 

Los proyectos tienden a sustituir o desplazar el registro policial hacia una órbita laboral, 
principalmente en el MTSS. 
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La información relativa al ejercicio del trabajo sexual es especialmente sensible. Su 
divulgación puede afectar privacidad, vida familiar, empleo, educación, seguridad, 
vivienda y acceso a servicios. 

La protección de datos exige finalidad legítima, proporcionalidad, minimización, 
confidencialidad y acceso restringido. 

Se recomienda establecer: 

1. Finalidad exclusiva del registro. 

2. Confidencialidad estricta. 

3. Acceso restringido. 

4. Prohibición de uso policial o migratorio. 

5. Derecho a rectificación, actualización, supresión y reserva. En concordancia con lo 
que establece la ley N° 18.331 

Violencia institucional 

Los proyectos avanzan en la eliminación o reducción de mecanismos de control policial y 
reconocen la necesidad de no criminalizar el ejercicio del trabajo sexual. 

La violencia institucional constituye una de las principales preocupaciones derivadas de 
las comparecencias de organizaciones de personas trabajadoras sexuales. Los estándares 
de derechos humanos obligan al Estado no sólo a abstenerse de discriminar, sino 
también a prevenir prácticas estatales que produzcan estigma, revictimización, temor a 
denunciar o exclusión. 

Se recomienda incorporar medidas que: 

1. Prohíban expresamente la violencia institucional contra personas que ejercen 
trabajo sexual y se establezcan mecanismos de prevención y de denuncia.  

2. Prohíban detenciones, identificaciones o controles basados exclusivamente en la 
actividad. Aspecto ya contemplado en uno de los proyectos.  

La INDDHH ha tenido la oportunidad de pronunciarse en este sentido en la Resolución N° 
1386/20247. En dicho caso, la Institución constató la responsabilidad del Ministerio del 
Interior por vulneración de los derechos de una trabajadora sexual a la integridad física, 
psíquica y moral, a la no discriminación por razón de género y al acceso a la justicia, 
debido a la ausencia de una actuación diligente frente a una denuncia de violencia 
sexual. La resolución evidencia que las personas que ejercen trabajo sexual pueden 
enfrentar barreras específicas para acceder a los mecanismos de protección estatal, 

 
7 Disponible en https://www.gub.uy/institucion-nacional-derechos-humanos-
uruguay/institucional/informacion-gestion/resoluciones/resolucion-n-13892024-vulneracion-
recomendaciones 
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derivadas de prejuicios, estigmatización o respuestas institucionales insuficientes. En 
consecuencia, la futura ley debería incorporar disposiciones expresas de prevención, 
monitoreo y sanción de la violencia institucional, así como mecanismos de capacitación 
obligatoria, protocolos de actuación y articulación con los organismos creados por la Ley 
N.º 19.580, a fin de asegurar el acceso efectivo a la justicia y a la protección integral de 
derechos.  

La resolución da cuenta que las vulneraciones que enfrentan muchas trabajadoras 
sexuales no siempre provienen exclusivamente de clientes, explotadores o terceros, sino 
de las respuestas institucionales deficientes. Aspectos como la negativa injustificada a 
recibir denuncias; la demora en la actuación policial o administrativa; la revictimización; 
la utilización de estereotipos sobre las trabajadoras sexuales; la falta de derivación a 
servicios y/o la omisión de medidas de protección representan actos de violencia 
institucional.  

 

Fortalecimiento de la autonomía económica y seguridad social  

Los proyectos refieren a capacitación, INEFOP y reconversión laboral lo cual constituye 
un avance. Sin embargo, la autonomía económica exige garantizar tanto derechos para 
quienes permanecen como alternativas reales para quienes desean salir.  

Las observaciones finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer realizadas al Estado uruguayo han señalado la necesidad de hacer énfasis en este 
aspecto8. En el año 2023, el Comité recomendó “llevar a cabo un estudio exhaustivo 
sobre las causas profundas de la explotación de las mujeres que ejercen la prostitución y 
financie adecuadamente servicios de apoyo a las víctimas y programas de ayuda para las 
mujeres que desean abandonar la prostitución, incluidas posibilidades alternativas de 
generación de ingresos y oportunidades que aborden las barreras estructurales”.  

En este sentido, otros actores institucionales tienen competencia tales como los 
gobiernos departamentales, INMUJERES y el Ministerio de Desarrollo Social.  

Los proyectos prevén mecanismos de acceso a seguridad social, monotributo, 
monotributo social, cooperativas y formas de ejercicio independiente o asociativo. 

Teniendo en cuenta lo ya expresado en la Comisión se entiende que estas disposiciones 
les dan rango legal a medidas ya vigentes. Sin embargo, en la práctica persisten 
dificultades, en este sentido considerando el principio de progresividad sería conveniente 
prever la difusión de la normativa vigente, así como generar las condiciones que faciliten 
los trámites considerando elementos vinculados a intermitencia, así como que se 
prevean causales que permitan la evaluación de la edad jubilatoria y/o el acceso a 
prestaciones no contributivas como la asistencia a la vejez o similares.  

 
8 Observaciones finales sobre el décimo informe periódico del Uruguay, Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer, realizadas el 14 de noviembre del 2023, párrafo 25. Los avances que realice 
el Estado Uruguayo en este sentido deberán ser informados en el próximo informe país ha realizarse en el 
2031. 
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Familia  

La INDDHH valora positivamente la referencia a la familia que se desarrolla en uno de los 
proyectos y señala la oportunidad de desarrollar el impacto del estigma sobre hijos e 
hijas de personas que ejercen trabajo sexual. 

El informe de la OEA señala “La discriminación y la violencia contra las personas 
trabajadoras sexuales se expresan desde la vida privada y familiar, donde muchas veces 
tienen que negar su actividad laboral, invisibilidad con fuertes costes sociales y mentales; 
hasta en el ámbito de lo público, en el ejercicio de su ciudadanía, al reclamar derechos en 
las dependencias e instituciones responsables”9. 

La protección de niñas, niños y adolescentes exige prevenir toda forma de 
discriminación. En especial, resulta de relevancia incorporar la necesidad de protección 
contra discriminación especialmente en ámbitos educativos, de salud y/o sociales. 

 

Rectoría institucional y Comisión Nacional de Trabajo Sexual 

Los proyectos prevén una Comisión Nacional vinculada a la protección del trabajo sexual 
y trasladan o fortalecen la intervención del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 

Este desplazamiento es positivo porque reduce la centralidad histórica de los enfoques 
policiales y sanitarios. 

El reconocimiento del trabajo sexual como actividad lícita exige una institucionalidad 
centrada en derechos: trabajo, seguridad social, salud integral, prevención de violencia y 
participación. 

El principio de debida diligencia requiere que el Estado cuente con mecanismos 
interinstitucionales capaces de prevenir vulneraciones, coordinar respuestas y 
monitorear resultados. 

En este sentido, se entienden que las competencias de la Comisión Nacional de Trabajo 
Sexual como órgano especializado en derechos de las personas que ejercen trabajo 
sexual, debe incluir: 

1. Promover mecanismos para prevenir y monitorear la violencia institucional. 

2. Recopilar información y estadísticas. 

3. Coordinación con el Consejo Nacional por una Vida Libre de Violencia de Género 
hacia las Mujeres, el Consejo Nacional de Prevención y Combate a la Trata y la 
Explotación de Personas y el Consejo Nacional de Género. 

 
9 Situación de las personas trabajadoras sexuales en las Américas. Informe de la Comisionada para los 
Derechos de las Personas Trabajadoras Sexuales de la Secretaría General de la Organización de Estados 
Americanos (OEA). Abril de 2025 
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4. Participación efectiva de organizaciones de trabajadoras sexuales, incluidas 
organizaciones de mujeres trans. 

 

Participación y libertad de organización 

Los estándares señalan que la participación debe ser significativa, permanente y con 
incidencia real. La Corte Interamericana ha reconocido la necesidad de garantizar 
derechos sindicales y organización colectiva a personas trabajadoras en situación de 
informalidad o estigmatización10.  

Los proyectos prevén participación de organizaciones en la Comisión Nacional. Este 
aspecto podría ser reforzado estableciendo mecanismos que eliminen barreras para la 
participación. Por ej. Las organizaciones sociales señalan que en ocasiones las personas 
propietarias de los establecimientos “sancionan” a quienes participan de los colectivos 
y/o que tienen miedo de integrarse.  

 

Los proyectos de ley analizados constituyen una oportunidad relevante para adecuar la 
normativa uruguaya a los estándares actuales de derechos humanos. 

La futura ley debe equilibrar dos obligaciones estatales concurrentes: proteger los 
derechos humanos de las personas que ejercen trabajo sexual y prevenir, investigar y 
sancionar la trata, la explotación sexual y el proxenetismo. 

Estas obligaciones no son contradictorias. Una regulación clara, participativa, basada en 
derechos y orientada a la reducción de daños fortalece la capacidad estatal para 
distinguir trabajo sexual voluntario de explotación. 

La INDDHH recomienda aprobar una reforma legal en la materia, incorporando los 
ajustes señalados, a fin de pasar de un modelo de control sanitario y policial a un modelo 

 
10 “La Corte Interamericana de Derechos Humanos, el 5 de mayo de 2021, emitió la Opinión Consultiva 
27/21 centrada en los derechos a la libertad sindical, así como su relación con otros derechos 
fundamentales. En el punto 182 establece “La Corte advierte que la economía informal representa un 
obstáculo para el pleno ejercicio de los derechos de las trabajadoras, incluidos sus derechos sindicales. Las 
personas trabajadoras de la economía informal frecuentemente realizan sus tareas en lugares dispersos, lo 
cual dificulta que se unan para construir una identidad colectiva y coordinar campañas. Adicionalmente, 
determinadas formas del trabajo, como es el caso de las trabajadoras y los trabajadores sexuales, y los 
recicladores y las recicladoras, se encuentran estigmatizadas, lo que puede provocar que las personas que 
realizan estas labores eviten manifestar públicamente la actividad que realizan. En este sentido, el Tribunal 
resalta la necesidad de que los Estados adopten medidas que faciliten la transición de las trabajadoras de 
la economía informal a la formal, al tiempo adopten aquellas medidas positivas necesarias para lograr el 
pleno goce de sus derechos sindicales durante la transición”. Citado en Situación de las personas 
trabajadoras sexuales en las Américas. Informe de la Comisionada para los Derechos de las Personas 
Trabajadoras Sexuales de la Secretaría General de la Organización de Estados Americanos (OEA). Abril de 
2025 
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de protección integral, autonomía, igualdad, participación, salud, seguridad social, 
prevención de violencia institucional y garantías efectivas frente a la explotación. 
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